
Alerta:	 Los	 derechos	 de	 los	 pueblos	 indígenas	 están	 siendo	 amenazados	 en	
Chile	
	
En	 semanas	 recientes,	 actores	empresariales	y	políticos	 ligados	al	nuevo	gobierno	
del	Presidente	Piñera,	que	comienza	el	11	de	marzo,	han	expresado	su	 interés	por	
que	 Chile	 denuncie	 el	 Convenio	 169	 de	 la	 Organización	 Internacional	 del	 Trabajo	
(OIT)	que	protege	los	derechos	de	los	pueblos	indígenas	y	tribales,	especialmente	el	
derecho	 a	 ser	 consultados	 frente	 a	 los	 temas	 que	 los	 afectan.	 Por	 medio	 de	 este	
trámite,	 el	 nuevo	 gobierno	 buscaría	 que	 el	 país	 no	 deba	 ya	 cumplir	 este	 tratado	
internacional	de	derechos	humanos	de	carácter	colectivos.	El	Convenio	169	entró	en	
vigencia	en	Chile	en	el	año	2009,	después	de	18	años	de	tramitación	en	el	Congreso	
Nacional.			
	
Diego	Hernández,	 	presidente	de	 la	Sociedad	Nacional	de	Minería	 -que	reúne	a	 los	
empresarios	del	sector	minero-	recomendó	al	país	salirse	del	Convenio	169	porque	
“hoy	cualquiera	puede	decir	que	es	pueblo	originario	para	aprovechar	 las	ventajas	
en	 la	 discusión	 de	 los	 proyectos”.	 (La	 Segunda,	 12.01.2018).	 	 Andrés	 Molina,	 ex	
intendente	 de	 la	 Araucanía	 y	 actual	 diputado	 electo,	 sostuvo	 que	 el	 Presidente	
Piñera	 no	 estaría	 conforme	 con	 la	 aplicación	 de	 dicho	 Convenio,	 y	 que	 	 apoyaba		
salirse	del	convenio	por	cuanto	“retrasa	el	desarrollo”	(La	Tercera,	 	20.01.2018).	Y	
otro	 diputado	 electo,	 Harry	 Jurgensen,	 de	 la	 coalición	 que	 entra	 al	 gobierno	 en	
marzo	 reafirmó	 “que	 la	 permanencia	 de	 este	 convenio	 tendrá	 que	 entrar	 en	 una	
etapa	 de	 estudio	 para	 determinar	 si	 es	 factible…eliminarlo”	 (biobiochile.cl,	
23.01.2018).	Y,	más	recientemente,	en	su	editorial	principal	del	20	de	febrero	recién	
pasado,	El	Mercurio,	anunció:	“Se	acerca	la	posibilidad	de	denunciar	el	Convenio	169	
de	 la	Organización	 Internacional	del	Trabajo	 (OIT)	 -es	decir,	que	Chile	 se	margine	
reglamentariamente	 de	 sus	 disposiciones”	 porque	 “hay	 quienes	 acusan	 que	 ese	
instrumento	 se	 ha	 convertido	 en	 una	 seria	 traba	 para	 el	 desarrollo	 de	 las	
inversiones,	por	lo	que	abogan	por	discontinuar	la	adhesión	al	mismo.”	
	
Nos	 parece	 que	 la	 idea	 de	 que	 es	 necesario	 eliminar	 la	 protección	 de	 derechos	
durante	el	mandato	del	gobierno	de	Piñera,	con	el	fin	de	“destrabar	las	inversiones”,	
nos	retrotrae	a	situaciones	y	discusiones	superadas	en	toda	la	región.	La	experiencia	
comparada	 en	 todo	 el	 mundo,	 y	 los	 casos	 que	 se	 han	 vivido	 en	 Chile,	 han	
demostrado	 que	 ningún	 proyecto	 puede	 ser	 sostenible	 si	 se	 basa	 en	 el	
desconocimiento	de	los	derechos	de	los	pueblos	indígenas.		
	
La	intención	de	denunciar	el	Convenio	169	haría	de	Chile	el	único	país	del	mundo	en	
renegar	 de	 los	 avances	 que	 significó	 su	 ratificación	 para	 toda	 la	 ciudadanía.	 El	
proceso	de	inclusión	dentro	del	ordenamiento	jurídico	chileno	de	este	Convenio	fue	
muy	largo	e	incluyó	18	años	de	discusión	nacional.	Sin	embargo,	las	y	los	senadores	
reconocieron	la	importancia	de	garantizar	a	los	pueblos	indígenas	los	derechos	que	
les	fueron	reconocidos	en	este	instrumento	internacional.		
	
Si	 Chile	 renunciara	 al	 Convenio	 se	 contravendría	 uno	 de	 los	 elementos	
fundamentales	 del	 régimen	 de	 protección	 de	 derechos	 humanos	 que	 obliga	 a	 los	



Estados	 a	 nunca	 desmejorar	 el	 nivel	 de	 protección	 que	 ya	 ha	 otorgado	 a	 una	
población.		
	
De	concretarse	esta	decisión,	se	retrasaría	aún	más	la	posición	ya	rezagada	del	país	
en	la	protección	de	los	derechos	de	los	pueblos	indígenas,	pues	Chile	es	uno	de	los	
pocos	 países	 de	 la	 Región	 que	 no	 reconoce	 a	 los	 pueblos	 indígenas	 en	 su	
Constitución	 política.	 Y	 a	 su	 vez,	 sería	 una	 pésima	 decisión	 en	 la	 política	
internacional	 del	 país	 que	 le	 conllevaría	 al	 gobierno	 de	 Piñera	 altos	 costos	 de	
negociación	diplomática.	Lo	anterior	porque	en	varias	ocasiones	el	Estado	de	Chile	
ya	se	ha	comprometido	ante	organismos	internacionales	a	cumplir	con	el	Convenio	y	
estas	mismas	instituciones	han	destacado	que	la	implementación	del	Convenio	169	
es	fundamental	para	el	reconocimiento	de	un	enfoque	integral	del	tema	indígena	por	
parte	del	Estado	(Informe	Nacional	de	Chile	ante	ONU,	2014,	D.58,	pág	10).	
	
El	Convenio	169,	aun	con	 los	retos	que	enfrenta	su	 implementación,	es	uno	de	 los	
pocos	 instrumentos	 con	 los	 que	 cuentan	 los	 pueblos	 indígenas	 en	 Chile	 para	
proteger	sus	derechos	frente	a	un	Estado	que	históricamente	les	ha	ignorado.	Sin	las	
herramientas	y	los	derechos	reconocidos	en	este	instrumento	los	pueblos	indígenas	
volverían	a	quedar	completamente	desprotegidos	jurídicamente	de	las	acciones	del	
Estado	chileno.		

	
Los	 abajo	 firmantes	 hacemos	 un	 llamado	 de	 alerta	 a	 la	 sociedad	 chilena	 y	 a	 las	
autoridades	 para	 no	 permitir	 que	 se	 avance	 en	 la	 dirección	 anticipada	 por	 los	
referidos	personeros.	Por	el	contrario,	 instamos	a	las	instituciones	internacionales,	
nacionales	 y	 a	 los	 movimientos	 sociales	 a	 unir	 esfuerzos	 para	 construir	
colectivamente	mecanismos	efectivos	para	garantizar	y	avanzar	en	los	derechos	de	
los	pueblos	indígenas.		
	
Si	 desea	 suscribir	 esta	 carta,	 favor	 enviar	 un	 correo	 electrónico	 a	
carta169chile@gmail.com	 indicando	 nombre,	 afiliación	 institucional/profesión,	
país.		
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25. Henry	Carhuatocto,	Presidente,	Instituto	de	Defensa	Legal	del	Ambiente	y	el	
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81. Pablo	 Ortiz-T.,	 PhD,	 Director	 Carrera	 Gestión	 de	 Desarrollo	 Local,	

Universidad	Politécnica	Salesiana	UPS,	Quito-Ecuador	
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114. Marta	Zabaleta,	economista,	ensayista,	poeta,	Inglaterra.	
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(English	version)	
	
The	Rights	of	Indigenous	Peoples	under	Threat	in	Chile	
	
Convention	169	of	the	International	Labor	Organization	(ILO),	which	protects	the	
rights	of	indigenous	and	tribal	peoples,	especially	their	right	to	free,	prior	and	
informed	consent	on	matters	that	affect	them,	became	effective	for	Chile	in	2009,	
after	sitting	in	Congress	for	18	years.	Recently,	however,	business	leaders	and	
political	officials	close	to	the	upcoming	administration	of	Sebastián	Piñera	that	will	
take	over	this	March,	have	recently	expressed	their	intent	to	take	Chile	out	of	this	
convention.	
	



For	instance,	Diego	Hernández,	president	of	the	National	Mining	Society,	which	
brings	together	business	interests	in	tne	mining	sector,	recommended	exiting	the	
convention	because	“today	anybody	can	claim	to	be	an	indigenous	people	so	they	
may	profit	from	benefits	in	the	dicussion	of	projects.	(La	Segunda,	12.01.2018).	
Andrés	Molina,	former	governor	of	the	Araucanía	region	and	recently	elected	to	
Congress,	maintained	that	President	Piñera	is	not	happy	with	the	implementation	of	
the	Convention,	and	that	he	supported	exiting	it	as	“it	hinders	development.”	(La	
Tercera,	20.01.2018).	And	yet	another	recently	elected	Congressman,	Mr.	Harry	
Jurgensen,	a	member	of	the	coalition	that	will	take	charge	of	government	this	
coming	March,	reitereted	“that	the	permanence	of	this	convention	will	have	to	face	a	
period	of	reflection	to	determine	the	feasibility	of	…eliminating	it.”	(Bibobiochile.cl,	
23.01.2018).	
	
We	believe	that	the	idea	that	it	is	necessary	to	eliminate	the	protection	of	rights,	
during	the	tenure	of	President	Piñera,	with	the	goal	of	“ublocking	investment”,	
would	bring	us	back	to	situations	and	debates	that	the	whole	region	already	left	
behind.	The	comparative	experience	around	the	world	and	the	cases	that	have	
occurred	in	Chile	make	it	clear	that	no	undertaking	may	be	sustainable	if	it	is	based	
on	ignoring	the	rights	of	indigenous	peoples.	
	
The	intention	of	resigning	ILO	169	would	make	Chile	the	only	country	in	the	world	
to	renege	the	progress	signified	by	the	convention.	The	process	that	eventually	led	
to	its	ratification	was	lengthy	and	arduous,	but	in	the	end	a	significant	majority	in	
the	senate	recognized	the	importance	of	guaranteeing	indigenous	rights	through	
this	convention.	
	
If	the	convention	were	resigned	Chile	would	incur	a	violation	of	human	rights	as	it	
would	detract	from	the	advancement	of	legal	protections	already	attained.	This	
would	contravene	one	of	the	main	elements	of	the	human	rights	protections	regime,	
which	mandates	states	never	to	lessen	the	level	of	protection	already	granted	its	
people.	
	
Going	in	this	direction	would	deepen	the	country´s	already	backward	position	in	the	
protection	of	indigenous	peoples´rights.	We	should	be	reminded	that	Chile	is	one	of	
only	a	few	countries	in	the	region	that	do	not	grant	indigenous	peoples	recognition	
in	their	constitutions.	Also	it	would	entail	a	tough	road	for	the	administration´s	
international	policies	as	it	would	mean	high	diplomatic	costs.	The	state	of	Chile	has	
in	several	instances	committed	itself	before	international	organs	to	abide	by	the	
convention,	organs	that	have	highlighted	that	the	implementation	of	the	convention	
is	essential	for	an	integrated	approach	to	indigenous	issues	(Chile´s	National	Report	
to	UN	2014,	D.58,	p.	10).	
	
Convention	169,	despite	the	flaws	in	its	implementation,	is	one	of	the	few	
instruments	available	to	indigenous	peoples	for	the	protection	of	their	rights	before	
a	state	that	historically	has	ignored	them.	Without	the	tools	and	rights	recognized	in	
this	instrument,	indigenous	peoples	would	fall	back	to	a	position	of	no	protection	in	



the	face	of	abuse.	As	signatories	of	this	letter	we	urge	Chilean	society	and	public	
officials	to	prevent	any	move	in	the	direction	announced	by	the	aforementioned	
congressmen	and	business	representatives.	We	also	urge	national	and	international	
organizations	as	well	as	social	movements	to	come	together	in	the	efforts	to	
collectively	develop	effective	mechanisms	that	guarantee	and	advance	the	rights	of	
indigenous	peoples.	
	
SIGNATURES	
	
	(If	you	would	like	to	add	your	signature	to	this	letter,	please	send	an	email	to	
carta169chile@gmail.com		stating	“I	support	this	letter”,	and	adding	your	name,	
institutional	affiliation,	position,	and	country).	
	


